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 Fallo:  

 Expediente N° 318/2014 CJSN (50-M) CS 1.  RECURSO DE HECHOS: Mamani, 

Agustín Pió y otros c/  Estado Provincial – Dirección Provincial de Políticas Ambientales 

y Recurso Naturales y la Empresa Cram S.A. - (Sentencia de fecha 05/09/2017). Tribunal: 

Corte Suprema de Justicia de la Nación.-  

 PROTECCION DE BOSQUES NATIVOS COMO UN BIEN COLECTIVO.  

 Sumario: Introducción. Descripción. Hechos de la causa, historia procesal y resolución 

del Tribunal. Análisis. Conclusión.- 

 Introducción: 

 En materia de tutela ambiental sobre la Protección de los Bosques Nativos con relación 

a los desmontes, la Corte Suprema de Justicia de la Nación se expidió el 05 de Septiembre de 

2017 en un leading case que analizaremos en el presente trabajo atento la relevancia 

institucional del pronunciamiento.- 

 Ya que el mismo servirá de precedente para los futuros casos judiciales que se presente 

con similares antecedentes en los temas relacionados a las irregularidades en la tala de árboles 

de bosques nativos de las diversas regiones de la Republica  Argentina.-  

 Cabe destacar que la importancia de la protección de los bosques nativos son influyentes 

para la sociedad del presente y para las futuras generaciones, atento a que  son el pulmón del 

planeta, por lo que se deben resguardar los mismos, velando en el cumplimiento de los 

procedimientos administrativos y cumpliendo con las normativa ambiental con sus 

correspondientes estudios de impacto ambiental los cuales pueden prevenir  daños  y perdidas 

futuras irreversibles. El Estado debe velar  que se cumpla con los requisitos establecidos por 

las leyes que protegen el ambiente dándole participación a la ciudadanía tal como lo establece 

la Constitución de la Nación por ser un bien jurídico de todos los habitantes.-     
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 La Constitución Nacional, define al Derecho ambiental como el derecho de “todos los 

habitantes a gozar de  un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para 

que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes en forma sustentable”, es 

decir, “sin comprometer las generaciones futuras, imponiéndole a su vez al Estado el deber de 

preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según 

lo establezca la ley. Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización 

racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la 

diversidad biológica, y a la información y educación ambientales” (Ley 24430 - Constitución 

Nacional de la República Argentina, 1995, art. 41).-  

La importancia del presente fallo radica en el impacto que producira a nivel social e 

institucional y además servira de antecedente jurisprudencial para la protección de los bosques 

nativos en la República Argentina. Es importante y de gran relevancia atento a que el presente 

fallo demuestra que no se dieron cumplimiento con las leyes de protección ambiental.-  

 Descripción: 

 Al respecto la problemática que se puede observar en el presente fallo es que el Superior 

Tribunal de la Provincia de Jujuy, al hacer lugar a recurso de inconstitucionalidad presentado 

por el Estado Provincial y la empresa Cram S.A., no observo, ni considero que las pruebas  que 

existían en la causa daban cuenta de las irregularidades en torno a la evaluación de impacto 

ambiental, y de los tramites administrativos, como así tampoco tuvo en consideración el 

cumplimiento de los requisitos mínimos que estipulan las leyes de protección de ambiente y 

que no se realizaron las audiencia públicas ya que en materia de medio ambiente se persigue la 

tutela del bien colectivo, y  además desconoció en forma expresa la aplicación del principio 

precautorio que rige la materia.- 

 Hechos de la causa, historia procesal y resolución del Tribunal: 
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Los actores de la presente acción interpusieron una acción de amparo colectivo 

ambiental en contra del Estado Provincial – Dirección Provincial de Políticas Ambientales y 

Recurso Naturales y la Empresa Cram S.A  de la Provincia de Jujuy, solicitando la anulación 

de las resoluciones que autorizaban el desmonte de 1470 hectáreas en la Finca “La Gran 

Largada” ubicada en la localidad de Palma Sola, Departamento Santa Bárbara, por  

irregularidades en el procedimiento de evaluación impacto ambiental, como así también en el 

procedimiento anterior al otorgamiento de las autorizaciones y que además no se habían 

celebrado las audiencias públicas requeridas por las leyes nacionales y provinciales de 

ambiente y sus decretos reglamentarios .- 

 Que las irregularidades del procedimiento de evaluación de impacto ambiental que 

caracterizaron este pedido de desmonte revisten carácter de suficiente gravedad para justificar 

la nulidad de las autorizaciones.- 

   Ante los argumentos de los actores y de las pruebas obrantes en el expediente el 

Tribunal Contencioso Administrativo de la Provincia de Jujuy,  hace lugar a la demanda 

declarando la nulidad de las resoluciones 271-DPPAyRN-2007 y 239-DPPAyRN-2009 de la 

Dirección de Políticas Ambientales y Recursos Naturales mediante las cuales autorizaban el 

desmonte de 1470 hectáreas de la finca “La Gran Largada”. Por lo que la  Provincia y la 

Empresa Cram S.A. interpusieron  recurso de inconstitucionalidad ante el Superior Tribunal de 

Justicia de dicha Provincia, el cual al resolver la vía recursiva se pronuncio haciendo lugar  a 

dicho recurso.- 

 Para decidir de esa forma, el a quo fundamento su decisión en que no se acreditaban las 

existencias o inminencias de un daño ambiental para que fuera procedente la vía seleccionada, 

considerando abusiva la declaración de nulidad de los actos administrativos que autorizaban el 

desmonte, en tanto la sentencia de primera instancia no se había expedido sobre la acreditación 
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del daño ambiental y el impacto negativo de la actividad cuestionada. Y que los 

cuestionamientos anotados del personal técnico solo importaron  simples sugerencias o 

recomendaciones dirigidas mitigar o evitar daños. Por lo que considero que resultaba absurda 

la nulidad de los actos administrativos.- 

 Resolviendo hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad dejando sin efecto la 

sentencia de primera instancia y rechazando la demanda.- 

 Por lo que los actores interpusieron recurso extraordinario que, al ser denegado, motivo 

que recurriera ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante recurso de Queja.- 

 Al ser estudiado el caso por la Corte Suprema de Justicia de la Nación deduce que 

existen irregularidades en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental que 

caracterizaron el pedido de desmonte lo cual reviste el carácter de suficiente gravedad para 

justificar la nulidad de las autorizaciones las cuales omiten la mención de las observaciones 

que surgen de las impecciones previas en el predio,  además de que la superficie es mayor a la 

detallada en el estudio de impacto ambiental como así también no existen constancias de 

planos, subdivisiones, medidas exactas, ni determinaciones reales de las pendientes 

superiores.- 

Y finalmente, no surgen de las constancias de la causa que se hayan celebrado las 

audiencias públicas antes del dictado de las mismas. Por lo que no se dio cumplimiento con lo 

estipulado por la Constitución Nacional, la Ley General de Ambientes Nº 25.675, la Ley 

General de Ambientes de la Provincia de Jujuy Nº 5063, el decreto 5980/2006 provincial.- 

 Ante la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy que dejó sin 

efecto la sentencia de la anterior instancia que había hecho lugar a la demanda y anulado las 

citadas resoluciones, considerado de absurda y que el tribunal no se había expedido sobre la 
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acreditación del daño ambiental y del impacto negativo de la actividad de deforestación en la 

zona. Además de que las graves irregularidades que observó eran solo sugerencias o 

recomendaciones dirigidas a mitigar o evitar daños que pudieran surgir.-  

Los integrantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación  Dres. Ricardo Luís 

Lorenzetti - Elena I. Highton de Nolasco - Juan Carlos Maqueda - Horacio Rosatti  resolvieron 

hacer lugar a la Queja interpuesta por los actores, se declara formalmente procedente el recurso 

extraordinario, y se declara la nulidad de las resoluciones 271-DPPAyRN-2007 y 239-

DPPAyRN-2009 de la Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales de 

la Provincia de Jujuy basándose en el artículo 16, segunda parte, de la ley 48. (que dice: 

“…,“…, o bien resolverá sobre el fondo, …”). Por su parte, el voto del Juez Dr. Carlos 

Fernando Rosenkrantz (en disidencia parcial) manifestó: Se hace lugar a la queja, se declara 

formalmente procedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada. 

Vuelvan los autos al tribunal de origen para que se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo 

a lo resuelto.-   

Los fundamentos que la Corte Suprema de Justicia de la Nación tuvo como 

consideración para resolver el presente caso fueron:  

Que, el alto Tribunal al estudiar el caso observa que no se a tenido en cuenta las 

irregularidades del procedimiento de evaluación de impacto ambiental el cual revisten carácter 

de suficiente gravedad para justificar la nulidad de las autorizaciones ya que en  temas de medio 

ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, tiene prioridad absoluta la prevención 

del daño futuro y cobra especial relevancia la realización de un estudio de impacto ambiental 

previo al inicio de las actividades, que no significa una decisión prohibitiva, sino una instancia 

de análisis reflexivo, realizado sobre bases científicas y con participación ciudadana.- 
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Por otro lado el Superior Tribunal de Justicia de Jujuy omitio en las observaciones que 

surgen de las inspecciones previas realizadas en la zona a deforestar, y que la misma abarca 

una superficie mayor a la detallada en el estudio de impacto ambiental, asimismo de las 

constancias del expediente administrativo no surge que se hayan celebrado las audiencias 

públicas antes del dictado de dichas resoluciones, por lo cual no se dio la debida participación 

a la comunidad que se ve afectada.- 

  Que con el cuadro de situación descrito se concluye que los actos administrativos 

impugnados exhiben una clara contradicción frente a los antecedentes de hecho y derecho que 

precedieron su dictado, pues se apartan ostensiblemente de las constancias obrantes en las 

actuaciones administrativas. En consecuencia, corresponde declarar la nulidad de las 

resoluciones 271-DPPAyRN-2007 y 239-DPPAyRN-2009 mediante las cuales la Dirección de 

Políticas Ambientales y Recursos Naturales de la Provincia de Jujuy otorgó las autorizaciones 

de desmonte cuestionadas.- 

 Análisis del fallo: 

 La cuestión en estudio del presente trabajo se vincula con las autorizaciones de 

desmonte otorgadas a la Empresa Cram S.A., por la Dirección de Políticas Ambientales y 

Recursos Naturales de la Provincia de Jujuy, las cuales revestían irregularidades en su 

otorgamiento atento a que no se cumplían con las leyes ambientales nacionales y provinciales, 

y sus decretos reglamentarios,  por lo que los pobladores de Palma Sola interpusieron acción 

de amparo colectivo,  ya que entendían que la tala de los árboles generaban un peligro e 

inminente daño al ambiente, y a la salud y por contravenir las leyes de presupuestos mínimos 

ambientales nacionales Nº 25.675 y Nº 26.331, y la normativa internacional, nacional y 

provincial en materia de derechos humanos,  además que violaban sus derechos a la debida 

participación y a opinar en los procedimientos administrativos que se relacionan con la 
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preservación y protección de medio ambiente (art. 19 Ley 25.675), la celebración de audiencias 

públicas (art. 20 Ley 25.675), a la participación ciudadana en los procedimientos de evaluación 

de impacto ambientan y en los planes y programas de ordenamiento ambiental del territorio 

(art. 21 Ley 25.675).- 

  En la decisión del Maximo Tribunal se considero que el Superior Tribunal de la 

Provincia de Jujuy decidió de forma arbitraria al no tomar en consideraciones las observaciones 

realizadas por los peritos especializados y que las pruebas que se encuentran agregadas al 

expediente son suficientes para considerar que existía un peligro inminente de causar un daño 

al medio ambiente y así considerar que se debia tener presente el principio precautorio.-   

 Conclusión: 

 En el mes de Marzo del 2010, las familias de la localidad de Palma Sola, las cuales 

habitan esas tierras desde hace mas de 105 años, se vieron afectadas por la llegada de la empresa 

Cram S.A., la cual contaba con autorizacion para realizar la desforetacion de 1470 hectarias de 

las tierras, donde estas tenian sus vivendas, sus cultivos y  criaban animales, al tomar 

conocmiento de la cantidad de hectarias que se veian comprometidas por la tala y que además 

existian irregularidades en los actos administrativos e incluso que no se habia cumplido con los 

requisitos minimos estipulados por las leyes ambientales, lo cual produciria un daño ambiental 

inminente para la zona, decidieron iniciar una accion de amparo colectivo ambiental con 

medida cautelar innovativa con el fin de que se declarara la nulidad de las resoluciones 271-

DPPAyRN-2007 y 239-DPPAyRN-2009.- 

 El fallo original, que dicto  el Tribunal Contencios Administrativo de la Provincia de 

Jujuy dispuso la anulacion de las autoriaciones otorgadas a la empresa Cram S.A. de desmonte. 

Posteriormentel el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia revoca la sentencia de Primera 
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Instancia vasandose en que no constituian obstaculos para autorizar la deforestación por lo que 

resultaba absurdos la nulidad de los actos administrativos.- 

Posteriormente, los actores interponen recurso extraordinario que, al ser denegado por 

no configuran los extremos exigidos para su habilitación pues los recurrentes se limitan a 

discrepar con los argumentos, serios y suficientes, brindados por este Superior Tribunal al 

fundar su decisión. Lo cual motivo que se interpusiera un recurso de queja, el cual fue admitido 

por la Corte Suprema de Justicia Nacional  manifestando que le asiste a la recurrente en cuanto 

afirma que el a quo no considero las constancias de la causa que daban cuenta de la existencia 

de irregularidas relevantes en torno al procedimiento de evaluacion de impacto ambiental, 

como asi tambien en el trámite anterior al otorgamiento de las autorizaciones.- 

 Podriamos decir que estamos ante un nuevo modelo de institucionalidad para la 

protección de los bosques nativos. El punto de conexión entre la actividad de policía debe de 

respetar las disposiciones establecidas por las leyes de proteccion del medio ambiente y que la 

actividad de los particulares puede tener incidencia sobre el entorno, y en esa medida puede 

estar sujeta a esta actividad fiscalisadora de la administración, que en éste ámbito, tendrá como 

finalidad, como fin público, la defensa (en sentido de preservación y/o restauración en su caso) 

del medio ambiente. 

 Para finalisar debermos recordar tener presente que la en la jurisprudencia Argentina 

la Corte Suprema de Justicia se a expedido en numeros fallos en protección del medio 

ambiente.- 

El fallo del cual se ha estado analizando en el presente trabajo es uno de los últimos 

precedente que señala el itinerario del futuro desarrollo jurisprudencial, afirmando un criterio 

hermenéutico que compartimos con el máximo Tribunal. 
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